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I. Introducción 

La violencia de género es un flagelo que vulnera los derechos y libertades fundamentales 

de las mujeres, la cual se manifiesta física, económica, psicológica y simbólicamente. Por ello 

resulta insoslayable el testimonio de las propias víctimas, como valor probatorio, desde una 

cabal perspectiva de género.  

De esa manera, en el fallo en análisis, de violencia de género de tipo doméstica, “Godoy, 

Luis Oscar s/ recurso de casación”, dictado por la Cámara Nacional de Casación Criminal y 

Correccional de la Capital Federal, la defensa del acusado presentó un recurso de casación 

donde cuestionó la sentencia del tribunal a quo, más precisamente el Tribunal Oral en lo 

Criminal y Correccional número 24. Allí se declaró culpable al Sr. Luis Oscar Godoy de 

ocasionarle lesiones leves agravadas por mediar relación de pareja y violencia de género a la 

Sra. María Cristina Mangione.  

En ese sentido cabe destacar la decisión de la Cámara, la cual dictaminó que el testimonio 

de la víctima y de los testigos probaban la relación de asimetría de poder entre Godoy y 

Mangione, además de los informes médicos que evidenciaban de las lesiones sufridas por la 

mujer. Entonces, se aplicó la concepción de violencia de género que emana de la interpretación 

del inc. 1 del art. 80 del Código Penal, (CP), que introduce la figura de femicidio en los delitos 

contra la integridad de la mujer al establecer la condición de que medie una relación de pareja 

entre el hombre y la mujer y el art. 11 de dicho Código acerca del agravante de que el hecho 

sea perpetrado por un hombre y mediare violencia de género. (Ley 26.791, 2012) 

Además, en cuanto a los estándares penales de prueba, en esta causa se agrega lo normado 

por el art. 16 inc i, respecto de la acreditación de los hechos que se denuncian, “(...) teniendo 

en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes 

son sus naturales testigos. (Ley 26.485, 2009) 

Asimismo, la relevancia del caso radica en que no se deja de lado el contexto social y 

cultural en el que fue perpetrado el delito, ya que en el fallo en análisis se consideró que dicha 

violencia existió, en virtud de una situación de asimetría de poder de la mujer respecto del 
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hombre, por lo que la víctima sufrió lesiones leves agravadas por mediar relación de pareja. A 

su vez, se presentó una clara perspectiva de género y otorgó preeminencia al testimonio de la 

víctima, muchas veces descalificado por los juristas, como una prueba fundamental para 

resolver que se estaba ante un caso de violencia de género.  

En tanto, el problema jurídico que se presenta es el de la prueba; la que según Chaia (2008) 

constituye 

(...) la actividad procesal (...) que tiende a provocar la convicción del juez, en mayor o 

menor grado de conocimiento, acerca de la existencia o inexistencia de un hecho pasado o, de 

una situación de hecho afirmada por las partes, a fin de verificar si se ha vulnerado el orden 

jurídico y en su caso, imponer la sanción correspondiente. (pp. 2-3) 

En este sentido, el problema jurídico afecta a la premisa fáctica del silogismo y se relaciona 

con la valoración de las pruebas por parte del magistrado, quien debe pronunciarse siguiendo 

el principio de la sana crítica racional y teniendo en cuenta toda la carga probatoria, testimonial, 

fáctica, psicológica, entre otras. Por tanto, el problema mencionado se presenta al obviar el 

testimonio de la víctima y las distintas pericias, lo que se contradice con las pruebas aportadas 

por las partes de la causa.  

II. Reconstrucción de la premisa fáctica, historia procesal y decisión del tribunal 

Los hechos referentes al presente fallo corresponden a que el acusado, Luis Oscar Godoy 

el día 26 de mayo de 2018 le propinó varios golpes a su pareja María Cristina Mangione, los 

cuales le ocasionaron lesiones leves. El día de la fecha la víctima regresó a su casa, habiendo 

bebido en exceso y se durmió, luego fue despertada por los golpes del acusado, pareja y padre 

de sus hijos. El hecho fue presenciado por los vecinos, y se presentó rápidamente en el domicilio 

personal policial. Posteriormente fue atendida en el Hospital Álvarez y formuló la denuncia en 

la Oficina de Violencia Doméstica (OVD). 

El 27 de agosto de 2019 la jueza María Cecilia Maiza, integrante del Tribunal Oral en lo 

Criminal y Correccional n° 24 condenó al acusado a la pena de ocho meses de prisión de 

cumplimiento efectivo y costas al considerarlo autor material y penalmente responsable del 

delito de lesiones leves agravadas por mediar relación de pareja y violencia de género.  

Además, le impuso la pena única de tres años de prisión y costas y dos años y nueve meses 

de prisión en suspenso y costas determinadas por el Tribunal Oral en lo Criminal y Correccional 

n°15. Así mismo, el caso en análisis, corresponde a la presentación del recurso de casación ante 
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la Sala de Turno de la Cámara Nacional de Casación Criminal y Correccional de la Capital 

Federal, interpuesto por la defensa del acusado Luis Oscar Godoy, quien fundó sus agravios en 

el inciso 2° del art. 456 del Código Procesal Penal de la Nación (CPPN) y cuestionó la 

valoración de la prueba realizada por la jueza a quo.  

Al examinar dichos agravios el Tribunal apeló a la Ley 26.485 de Protección Integral para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que se 

desarrollen sus relaciones interpersonales, en su artículo 16, inciso I, y en su artículo 31, ambos 

referidos a la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados. 

Por último, la Cámara Nacional resolvió rechazar el recurso de casación presentado, 

conforme a la decisión del Juez Eugenio C. Sarrabayrouse y el Juez Daniel Morín, quien adhirió 

a su postura; mientras que el Juez Horacio Díaz se abstuvo de emitir su voto en virtud del 

artículo 23, último párrafo del CPPN. 

III. Análisis de la ratio decidendi 

Entre las razones que motivaron la resolución del tribunal, en relación al problema jurídico 

del caso en estudio, la Cámara se basó en que la jueza de grado valoró la credibilidad de todos 

los testimonios, acudió a la coherencia de los relatos, la contextualización de las declaraciones 

y detalles oportunos, y consideró que se han probado materialmente los hechos y la autoría del 

acusado.  

El testimonio de la víctima fue ampliamente valorado como prueba fundamental para emitir 

una sentencia, Además, se constató que la agresión a la mujer se perpetró por un hombre, quien 

era su pareja, es decir, en un contexto de violencia de género, conforme al tipo penal que emana 

del art. 80 inc. 1 y 11. Se probó, además, que los hechos de violencia se llevaron a cabo en una 

situación desigual de poder entre el victimario y su víctima, quien era su pareja y vivía con él.  

De esta manera resolvió rechazar el recurso de casación interpuesto, donde la defensa 

sostuvo que la valoración de las pruebas que se había realizado era errónea, arbitraria y que se 

hallaba presente un cuadro de duda que impedía la condena del acusado, a lo que el defensor 

agregó que la sentencia tiene por acreditados hechos no probados.  

La Cámara sostuvo que la defensa realizó una lectura parcial de los argumentos remitidos 

por la jueza de instancia anterior, quien para construir su razonamiento se basó en los 

testimonios, en la acreditación de las lesiones denunciadas y el informe médico elaborado por 

la OVD. La jueza, al respecto destacó que dichas lesiones “son compatibles por su evolución y 
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forma, con su relato de los hechos”. Y que estos hechos se corresponden con la violencia de 

género, por lo que tienen que ser revisados. 

Por otro lado, la mentada Cámara agrega que el recurso en análisis fue interpuesto bajo la 

falta de sustento probatorio en cuanto a la fundamentación para solicitar la aplicación del 

principio in dubio pro reo. Los mismos consideran que, más allá de toda duda razonable, se 

suscitaron por probados los hechos y, con ella la autoría del acusado, lo que al decir de al decir 

de Maier (2016), la ley entiende que una de las partes está en inferioridad fáctica y por ello 

establece incentivos cuya finalidad es lograr la igualdad. Este incentivo es la carga que se 

impone a una de las partes, de modo que, sin obligarla, se le dice que si no la cumple perderá 

el beneficio.  

Tal es así que, la carga probatoria alienta a una de las partes a arrimar al proceso una prueba 

que normalmente tiene en su poder o a su alcance. Es menester mencionar que en concordancia 

con mencionado ut supra, el Supremo Tribunal funda su argumento en que el incumplimiento 

de esa carga acarrea la pérdida del beneficio, esto es, considerar el hecho como no probado.  

 

IV. Descripción del análisis conceptual y antecedentes 

La violencia de género, como ya se ha abordado en las páginas precedentes, es una 

problemática que cada vez se visibiliza más a nivel mundial. Para su erradicación es necesaria 

una legislación que ampare los derechos de las mujeres, protegiéndolas de la violencia física, 

psíquica, emocional y económica.  

En el ámbito internacional encuentra su resguardo en diferentes instrumentos tales como 

la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación de la Mujer 

(CEDAW, por sus siglas en inglés), ratificada por Argentina en 1985, Ley N° 23.179, cuyo 

Protocolo Facultativo fue aprobado por la Ley N° 26.171 e incluida en el bloque de 

constitucionalidad federal por el artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional, la cual 

condena expresamente la discriminación contra la mujer en todas sus formas. También se 

encuentra la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer, Convención de Belém do Pará, sancionada el 13 de marzo de 1996, la que 

brinda protección exclusiva a la mujer, instalando la problemática de género como eje central. 

Por su parte, en el ámbito nacional se encuentra vigente la Ley 26.485 de Protección 

Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en 

que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales. Dicha norma, en su art. 4, define a la violencia 

de género como:  
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Toda conducta, acción u omisión, que, de manera directa o indirecta, tanto en ámbito 

público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, 

dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su 

seguridad personal. Quedan comprendidas las perpetradas desde el Estado o por sus agentes 

(Ley 26.485, 2009) 

La normativa fue sancionada en el año 2009 y tiene por objeto la eliminación de la 

discriminación entre varones y mujeres en todos los órdenes de la vida; el derecho de las mismas 

a vivir una vida sin violencia; las condiciones aptas para sensibilizar y prevenir, sancionar y 

erradicar la discriminación y la violencia contra ellas en cualquiera de sus manifestaciones y 

ámbitos; entre otras.  

De ese modo, la normativa mencionada ut supra, pretende que se remuevan patrones de 

una sociedad patriarcal, caracterizada por una desigualdad de género y asimetría de poder con 

el hombre, favoreciendo el acceso a la justicia y la asistencia del Estado a las víctimas de la 

violencia de género.  

Por último, la mencionada ley pretende resguardar a las mujeres frente a los distintos tipos 

de violencia, ya sea, física, psicológica, económica o patrimonial y simbólica; además también 

reconoce distintas modalidades ya que puede hallarse en diversos contextos y en todos ellos 

debe brindar protección. En este sentido, la norma indica que "(...) a los efectos de esta ley se 

entiende por modalidades las formas en que se manifiestan los distintos tipos de violencia contra 

las mujeres en los diferentes ámbitos (…)” (Ley 26.485, 2009). 

De ese modo y aludiendo a la problemática planteada en el caso en estudio, la ley en su 

artículo 16 con respecto a los derechos y garantías en su inciso I) sostiene: “(…) amplitud 

probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias 

especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos”. 

También se encuentra el artículo 31 el que establece: “Regirá el principio de amplia libertad 

probatoria para acreditar los hechos denunciados, evaluándose las pruebas ofrecidas de acuerdo 

con el principio de la sana crítica”. (Ley 26.485, 2009) 

Y en ese sentido, Sánchez Santander (2015) manifiesta que: “Especial relevancia adquiere 

la cuestión probatoria en los delitos que encuentran a las mujeres como víctimas y que se 

cometen en un contexto de violencia de género”. (Párr. 4 b, 2015). La mayoría de los casos se 

dan en un ámbito íntimo, por lo que carece de la presencia de testigos, y por lo tanto se le debe 

otorgar fuerza probatoria a las declaraciones de las víctimas, ya que  

(...) la convicción judicial para resolver no depende de la cantidad de los elementos de 

prueba que se producen durante el juicio sino del valor y la fuerza probatoria que – fundada y 
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racionalmente- se le asigne a los mismos “incluso cuando ella principalmente se asiente en el 

relato de la víctima. (Sánchez Santander, párr. 4 b, 2015) 

Y son en estos casos de violencia de género de tipo doméstica donde “cae” el antiguo 

adagio testisunus, testisnulluso “testigo único, testigo nulo”, adquiriendo la palabra de la 

víctima gran relevancia, siendo considerada como prueba suficiente. Y en ese sentido, es que 

resulta imprescindible el juzgar con perspectiva de género. De ese modo, en palabras de 

Gastaldi&Pezzano (2021) 

(...) la perspectiva de género (…) permite notar las desigualdades y violencias que sufren 

las minorías sexo genéricas. Este enfoque, en el derecho, pretende dar cuenta de la desigualdad 

sexo-genérica en el ámbito jurídico, ya sea en la creación de las normas, en su aplicación o en 

el acceso a la justicia desigual. (p.38, 2021) 

Entonces, Juzgar con perspectiva de género tiene sus fundamentos en los derechos 

consagrados en nuestra Constitución Nacional, a la igualdad y no discriminación; y en los 

tratados internacionales incorporados a ella a través del artículo 75, inciso 22 

Es destacable mencionar que en la reforma constitucional del año 1994 se incorporó el art. 

75 inc. 23, el cual establece que el Congreso debe: 

Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de 

oportunidades y de trato y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta 

Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular 

respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad. (Ley 24.430, 

1994). 

         El código penal de la Nacion, siguiendo las recomendaciones de MESECVI (El 

Comité de Expertas del Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belem do Pará), en 

su modificatoria del año 2012 brinda mayor protección a las mujeres, ampliando el ámbito de 

aplicación del homicidio agravado por el vínculo e introduciendo implícitamente el término de 

femicidio. Con respecto a ello el artículo 80 dice que se le impondrá reclusión perpetua al que 

mate:  

1) A su ascendiente, descendiente, cónyuge, ex cónyuge, o a la persona con quien mantiene 

o ha mantenido una relación de pareja, mediare o no convivencia. (…) 11) A una mujer cuando 

el hecho sea perpetrado por un hombre y mediare violencia de género. (Ley 26.791, 2012) 

El primer inciso incluye, a diferencia de la redacción anterior, a las parejas actuales o 

pasadas, con o sin convivencia. Mientras que en el apartado 11 se aclara que es un delito que 

puede cometer un hombre contra una mujer, incluyendo a la violencia como elemento 

característico de dicho delito. 
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En tanto, en el plano jurisprudencial cabe destacar que en el fallo caratulado como “Ruiz 

Díaz Cañete, Pedro Simón s/recurso de casación” del 7 de agosto del año 2018, de la Cámara 

Nacional de Casación   en   lo   Criminal   y   Correccional   de   la Capital   Federal, en el que 

se rechazó el recurso de casación interpuesto por la defensa en el cual se alegaba que la 

declaración de la víctima carecía de la contundencia necesaria para alcanzar el grado de certeza. 

Aquí se hace evidente la perspectiva de género a la hora de fallar, ya que se tuvieron en cuenta 

los derechos de la víctima y el contexto en el que se perpetuó el hecho. 

Siguiendo este lineamiento, se encuentra el fallo caratulado “Alonso, Aníbal Manfredo   s/   

recurso   de   casación”, de fecha 27 de septiembre de 2018, ante la Sala 1 de la Cámara Nacional 

de Casación en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal, donde también fue rechazado 

el recurso interpuesto por la defensa donde manifestaba que la condena se había basado solo en 

el testimonio de la víctima. La Cámara dictaminó que no había reparos en condenar en base a 

un único testigo ya que se encontraba respaldado con los elementos probatorios aportados a la 

causa. 

Fallos similares fueron “La Giglia, Horacio Javier s/ recurso de casación”, de fecha 14 de 

agosto de 2017, ante la Sala II de la Cámara Nacional de Casación Criminal y Correccional de 

la Capital Federal; y el fallo “Roumieh, Mohamed Khir s/abuso sexual”, del 19 de septiembre 

de 2017, ante la misma cámara. En el primero se rechazó el recurso de casación de la defensa, 

confirmando la condena del acusado, considerando que era posible basarse para ello en el 

testimonio de la damnificada ya que el tribunal a quo había valorado distintos elementos de 

prueba. En el segundo caso también se rechazó el recurso interpuesto, ya que se consideró que 

en los delitos contra la integridad sexual el testimonio de la víctima resulta la prueba 

concluyente ya que son hechos que en su mayoría se producen en la intimidad del hogar. 

 

V. Postura de la autora 

Esta autora entiende que el fallo de la Cámara Nacional de Casación Criminal y 

Correccional de la Capital Federal, apoyado en el dictamen del Tribunal de primera instancia, 

se ha constituido como un verdadero resolutorio con perspectiva de género, coincidiendo así en 

la totalidad del resolutorio brindado. 

Esto es, así pues, del análisis realizado, puede notarse que los mencionados institutos de la 

protección de la mujer en todas sus formas, no deben ser analizados según los estándares 

tradicionales, ya que estos fueron concebidos en contextos completamente diferentes a los 

actuales, en donde en general no se registraba la violencia familiar como un hecho real. El 
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devenir actual, pide a los operadores judiciales mayor flexibilización a la hora de interpretar 

estos institutos aggiornándolos a los contextos actuales. 

No debe soslayarse, que la sanción del Código Penal Argentino, si bien ha sufrido algunas 

enmiendas, data de 1921, y es por ello por lo que, ante los contextos actuales de violencia 

doméstica, y la ratificación y jerarquización de tratados internacionales obligan a su adecuación. 

Más aún existe un proyecto de ley que pretende introducir el contexto de violencia de género 

al mentado instituto penal. 

Con gran acierto el Tribunal de Casación Penal entiende estas cuestiones, y logra 

desentrañar la violencia que la víctima en cuestión soporto a lo largo del tiempo.  

Esto es en concordancia con el correcto uso del criterio discrecional en cuanto a la 

perspectiva de género ejecutada en análisis de la Cámara, lo que esta autora considera brinda 

una solución al problema planteado, dejando así de lado el excesivo formalismo procesal, para 

así dar prioridad a la búsqueda de la verdad formal. 

Por otra parte, Coincido plenamente en el argumento esgrimido por la Cámara, al sostener 

que la conducta desarrollada por Godoy, se configuró por su carácter cíclico. 

Para cumplir con los tratados ratificados considero que es preciso revisar este tipo de 

institutos penales con una perspectiva de género, y producir las modificaciones que se requieran 

para que se cumpla el deber del estado, como estado parte, en la realización de normativa y 

políticas tendientes a erradicar la violencia contra las mujeres. 

Tal es así que, en este deber del estado no debe soslayarse la función de los operadores 

judiciales de realizar una interpretación anudada a los parámetros internacionales para evitar 

resolutorios arbitrarios y carentes de la comprensión y asimilación de los conceptos de violencia 

doméstica y en general violencia contra las mujeres. 

VI. Conclusión 

En este trabajo se ha destacado la importancia de la Convención Belem do Para, y en 

particular las diversas recomendaciones del MESECVI en la adecuación normativa en 

contextos donde medie violencia de género. Vale recordar que la violencia doméstica es un 

flagelo que no se constituye en un simple acto, sino que se trata de un contexto violento en sí 

mismo, que se sostiene por largos períodos, en donde la agresividad aumenta progresivamente. 

Comprender esta situación resulta elemental a la hora resolver casos en que la escalada violenta 

ha culminado en lesiones. 

A través de la adhesión y jerarquización del mencionado tratado internacional, el Estado 

Nacional se ha comprometido en la realización de acciones tendientes a la prevención de 
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cualquier forma de violencia contra las mujeres. Y es precisamente cuando el estado ha fallado 

en esta prevención que se torna crucial el rol del juez, ya que a través de su resolutorio pueden 

tratar la cuestión con perspectiva de género, tal como en el caso analizado, y así lograr un 

abordaje adecuado. 

Es menester resaltar que los magistrados deberán adecuar sus fundamentos, para evitar los 

fallos basados en estereotipos, tales como los seguidos por gran parte de la doctrina y 

jurisprudencia, en los cuales no se aborda de manera adecuada la violencia doméstica, 

evaluando así los magistrados las diversas situaciones como “una pelea más”, soslayando así 

sendos principios y garantías. 

En concordancia con los expuesto y, en razón del aspecto probatorio aplicado por la 

Cámara, esta autora concuerda con lo aplicado en razón de que, como han de haber expuesto 

los magistrados en cuestión, la carga probatoria alienta a una de las partes a arrimar al proceso 

una prueba que normalmente tiene en su poder o a su alcance, por el contrario, el 

incumplimiento de esa carga acarrea la pérdida del beneficio, esto es, considerar el hecho como 

no probado. 

Cabe destacar que, en relación a lo expuesto, el Congreso Nacional, a través del proyecto 

de reforma de diversos institutos del Código Penal Argentino, ha tratado de actualizar la 

normativa a las recomendaciones del MESECVI, algunas de ellas actualmente logradas, en 

cambio otras continúan como deuda pendiente a la sociedad. Tal es así que, si bien tal reforma 

referida al ámbito probatorio aún no se ha sancionado, el decisorio analizado sienta 

jurisprudencia en la aplicación de tales recomendaciones  
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